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Preocupante aumento de la violencia en Colombia 
Los recientes hechos de violencia, como el asesinato de Miguel Uribe Turbay y los atentados en Cali han devuelto al país a 

épocas que parecían superadas y dan cuenta del fracaso del plan de Paz Total de Gustavo Petro. 

l actual presidente de Colom- 
bia, Gustavo Petro, llegó al go- 

bierno en agosto de 2022 con la 
promesa de concretar la “Paz 
Total”, un compromiso que 

buscaba seguir la línea de lo avanzado 

con los Acuerdos de Paz de 2016 con las 
Farc. Sin embargo, a cuatro años de ese 
momento el país no solo está lejos de al- 
canzar la anhelada pacificación, sino que 
parece estar viviendo una preocupante 
regresión a tiempos que se creían supera- 

dos. El 11 de agosto pasado, por ejemplo, 
falleció el candidato presidencial Miguel 
Uribe Turbay tras no lograr superar las 
consecuencias del atentado del que fue 
víctima dos meses antes y días después 
una serie de atentados en Cali y en la re- 
gión de Antioquia sacudieron al país. Ello 

no solo da cuenta del complejo momento 
que vive Colombia sino también de sus 

   
   
   

dificultades para dejar definitivamente 
atrás una historia de violencia. 

Responsabilizar solo al actual gobierno 
del dramático panorama que vive el país 
sería injusto porque ello soslaya hechos 
anteriores al inicio de su gestión que han 

contribuido sin duda al escenario actual. 
Los problemas, por ejemplo, en la imple- 
mentación de los Acuerdos de Paz, mu- 
chos de cuyos plazos y compromisos no se 
cumplieron, y el descuelgue de grupos di- 
sidentes de las Farc, que volvieron a tomar 
las armas, fueron alimentando el fracaso. 
De igual forma no es posible desconocer 
que la expansión del crimen organizado 

por todo el continente, en especial del Tren 
de Aragua -que aprovechó, en gran parte, 
el dramático éxodo de migrantes venezola- 
nos para extender sus redes- ha contribui- 

do a elevar los niveles de violencia en toda 
la región. El caso de Ecuador es probable- 

mente el más dramático. 
Pero al margen de lo anterior, es in- 

discutible que el actual gobierno colom- 
biano carga con una importante cuota 
de responsabilidad y que la aspiración 
de avanzar hacia la llamada Paz Total ha 
sido un completo fracaso. Esto porque 
la iniciativa del mandatario colombiano, 
que inició el diálogo con al menos ocho 
organizaciones criminales de distinta 
envergadura -desde el ELN hasta el Clan 
del Golfo y las Autodefensas de Sierra Ne- 
vada- adoleció no solo de voluntarismo, 
sino que entregó señales ambiguas y con- 
fusas frente a la violencia, restringiendo 
el actuar del Ejército, que fueron apro- 
vechadas por los distintos grupos para 
reforzar sus posiciones. Hubo un grave 

error de juicio de las autoridades, que no 

consideraron los intereses y la verdadera 
voluntad de los grupos involucrados. 

El asesinato de un candidato presiden- 
cial y los atentados en Cali son así la cul- 

minación de una preocupante escalada 
de violencia, que queda aún más en evi- 
dencia al revisar las cifras. No solo el ELN, 
el Cartel del Golfo y los grupos disidentes 
de las Farc han ampliado su presencia en 
el territorio -el ELN, por ejemplo, pasó 
de ocupar 149 municipios en 2019 a más 
de 230 hoy y el Cartel del Golfo, de 213 
a 392- sino que, además, volvieron las 

extorsiones y los secuestrados a niveles 
que parecían superados. La Cruz Roja In- 
ternacional incluso alertó que en 2024 la 
crisis humanitaria en el país es la peor en 
ocho años, con un fuerte incremento en 
el número de desplazados, de desapari- 
ciones y en el reclutamiento de menores. 
Un panorama desolador frente al cual el 

presidente Petro no parece estar respon- 

diendo con la necesaria urgencia. 

CARTAS 
DERECHO A LA EDUCACIÓN Y 
MATRÍCULA 

SEÑOR DIRECTOR: 
Basándose parcialmente en tratados interna- 
cionales que consagran el derecho a la educa- 
ción, la Superintendencia del ramo dictaminó 

que los colegios particulares subvencionados 
deben renovar la matrícula de niños cuyos apo- 

derados no paguen la colegiatura. Con ello, la 

Superintendencia exige que el colegio particu- 

lar se haga cargo de garantizar el derecho a la 
educación. 

Ello olvida que, si bien los particulares son 

quienes generalmente proveen los DD.HH. 

(piénsese en el derecho a la alimentación), lo 

hacen siguiendo las lógicas del mundo privado. 
Por ello, cuando los titulares de un derecho so- 

cial no pueden procurárselo por sí mismos, no 

son los privados los llamados a garantizarlo: los 

tratados internacionales le dan el rol de garante 

al Estado. Éste puede garantizar el derecho con 

sus colegios públicos, y si falla en su labor de 

contar con colegios adecuados, no puede des- 

entenderse de su responsabilidad, endosando 

alos privados sus propios deberes. 

Álvaro Paúl Díaz 
Profesor de Derecho Internacional y DD.HH. 

Derecho UC 

  

EL FINANCIAMIENTO DEL FES NO 
ESTÁ ASEGURADO 

SEÑOR DIRECTOR: 

El gobierno estima que el FES generará ahorros 
netos para el Fisco. Poco creíble y muy impro- 

bable. ¿Por qué? Dado que la retribución se 
hará a través de un descuento en la liquidación 

de sueldo y/o en las boletas de honorarios, 

conformando un impuesto a las rentas del tra- 

bajo, los egresados del FES tendrían incentivos 

a no formalizarse y subdeclarar rentas, espe- 

cialmente considerando que la retribución se 

realizará en años corridos y no se suspende en 

caso de cesantía. Esto compromete la soste- 

nibilidad fiscal del FES y presenta un riesgo de 

menores ingresos por tributación del resto de 

contribuyentes. 

El proyecto busca extraer más excedentes de 

los profesionales de mayores ingresos, tal comolo 

intentó hacer la desahuciada reforma tributaria. 

La idea de un “impuesto al graduado”, recaudado 

a través del SIl, implica una transformación del fi- 

nanciamiento de la educación, desde un mecanis- 

mo de seguimiento y recuperación de créditos a 

un mecanismo tributario bajo el cual el egresado 

terminará pagando mucho más que el financia- 

miento que obtuvo: hasta 3,5 veces en el peor 

caso. Esto es, atodas luces, una discusión tributa- 

ria encubierta. 

En tiempos de estrechez fiscal, la gratuidad ya 

ha comprometido un enorme gasto público -US$ 
2.100 millones en 2024- en desmedro de otras 

prioridades sociales. Por ello es por lo que prohi- 

bir el aporte de las familias -que agregan recursos 

anuales por US$ 1,300 millones- restringe seve- 

ramente las fuentes de financiamiento y hace que 

las instituciones dependan exclusivamente del 

Estado. Así, la prohibición del copago expande el 

riesgo de la crisis fiscal alas universidades. 

Resulta prioritario realizar un análisis de soste- 

nibilidad fiscal más exhaustivo, sensibilizando las 

estimaciones, con escenarios de largo plazo que 

consideren el envejecimiento de la población y 

la evolución de los ingresos fiscales, así como su 

coexistencia con las recientes reformas que han 
deteriorado al mercado laboral. Esto ayudaría a 

medir mejor el impacto acumulado del FES en las 

alicaídas arcas fiscales. 

Alejandro Weber 

Decano Economía, Negocios y Gobierno USS 

Cristina Torres 
Directora Centro de Políticas Públicas USS 

  

POLÍTICA DE CÁRCELES 

SEÑOR DIRECTOR: 

No hay duda de que nuestro sistema penitencia- 

rio atraviesa una grave crisis, y que es positivo el 

consenso que existe en torno a la urgencia que 

merece en la agenda política. 

Sin embargo, cualquier propuesta debe consi- 

derar la experiencia latinoamericana. Están los 

casos del Comando Vermelho y del Primeiro 

Comando da Capital en Brasil, así como el del 

Tren de Aragua, que operaba con total impuni- 

dad desde la cárcel de Tocorón, en Venezuela. 

Estas organizaciones las utilizan como centros 

de operaciones, rearticulación y entrenamiento, 

y en muchos casos son ellas —y no el Estado— 

quienes controlan lo que sucede dentro y fuera 

de sus muros. 

En Chile no tenemos claridad sobre la identi- 
dad de muchos de los delincuentes extranje- 

ros encarcelados ni sobre cuántos de ellos han 

estado expuestos a este tipo de regímenes, 

pudiendo reproducir esas dinámicas en el país. 

Todo indica que el contacto criminal entre los 

delincuentes chilenos y extranjeros puede con- 

vertir esto en una situación difícil de revertir. 
No basta con solo construir más cárceles. Se 

requiere una mirada que incorpore esta expe- 

riencia regional, la que nos muestra que, cuan- 

do dichos recintos son cooptados por el crimen 

organizado, lo que ocurre en ellos se replica en 

las calles. 

Guillermo Pérez Ciudad 
Investigador ES 

  

CHAO PRÉSTAMO, UN GRAVE 
RETROCESO 

SEÑOR DIRECTOR: 
Ante la propuesta del candidato presidencial 
José Antonio Kast de eliminar la cotización con 

rentabilidad protegida, resulta urgente advertir 

el grave retroceso que esto significaría para el 

sistema de pensiones. Este mecanismo nació 

precisamente para proteger a los trabajadores 

de la volatilidad del mercado financiero, esen- 

cialmente volátil. Recordemos que en la crisis 

financiera de 2008 el fondo A perdió un 40% de 
su valor. La rentabilidad protegida asegura un 
mínimo de estabilidad y dignidad para quienes 

cotizan durante toda su vida laboral, evitando 

que sus jubilaciones dependan exclusivamente 

de la especulación bursátil. 

Debilitar este resguardo y, al mismo tiempo, re- 

ducir la participación del Estado en nombre de la 

capitalización individual no es una solución, sino 

postergar una crisis mayor. Porque cuando falten 

ahorros y las pensiones sean insuficientes, tal 

como ha sido hasta ahora, será el propio Estado 

el que deba asumir el costo. Eliminar esta protec- 

ción es avanzar hacia pensiones más bajas y una 

mayor carga fiscal futura, en lugar de construir 

un sistema sostenible y seguro. Si el candidato 

desconoce la transversalidad de la reforma de 

pensiones e insiste en reducir al Estado, ¿quién 

se hará cargo entonces de esas pensiones insu- 

ficientes? 

Ignacio Silva Neira 

Director ejecutivo 

Observatorio de Políticas Económicas 

  

SAN ANTONIO: PREMIARLA 
OCUPACIÓN ILEGAL 

SEÑOR DIRECTOR: 
La toma del Cerro Centinela de San Antonio 
constituye una usurpación planificada profesio- 

nal e impunemente frente a autoridades y ve- 

cinos, que impidió avanzar con el nuevo acceso 

norte proyectado al Puerto de San Antonio que 
beneficiaría a todo el país. Si el Fisco avanza en 

su adquisición no solo costará a los contribu- 

yentes unos $55 mil millones (equivalentes a 
la exención de contribuciones por un año para 

unos 75 mil adultos mayores), sino que además 
validará el tráfico de tierras (delito creciente y 

consolidado en países vecinos) y la ocupación 

irregular como una estrategia de acceso ala vi- 

vienda. 

El delito de usurpación se sofistica con el tiempo 

y la migración irregular, mientras nuestra Ley de 

Usurpaciones castiga con su máximo rigor sólo 

las ocupaciones violentas de inmuebles habita- 

cionales, dejando expuestos los terrenos. Quien 

sufre daño patrimonial por omisión estatal debe 
resignarse, pero si incurre en deuda tributaria, la 

Tesorería General de la República puede rematar 
su bien raíz. 

Necesitamos normas que incentiven al Estado 

a cumplir sus obligaciones. Es más barato preve- 

nir que indemnizar a los propietarios por omisión 
estatal o que premiar la ocupación irregular de 

predios. 

Demetrio V. Benito O. 

Perito tasador 
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